[image: image1.png]Prorinesa o Busenes ies

Slanorable Cimara dv Difiutacos






D-1101/13-14
Ref.: Proyecto de Ley de Objeción de Conciencia
EL H. SENADO Y LA H. CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE
LEY

Artículo 1°: El Estado Provincial garantiza a todos los habitantes de la provincia de Buenos Aires, sean personas físicas o personas jurídicas, el derecho fundamental e inviolable a no actuar en contra de la propia conciencia personal bajo las condiciones que establece la presente ley.

Artículo 2°: La objeción de conciencia es el derecho subjetivo a desobedecer una norma jurídica que imponga acciones u omisiones contrarias a las convicciones éticas, morales o religiosas; o, en el caso de las personas jurídicas, de convicciones fundamentales de su ideario institucional o de su estatuto, teniendo en cuenta que dichas acciones u omisiones deben estar acreditadas aceptando cumplir prestaciones sustitutivas, cuando éstas correspondan.

Artículo 3°: En ningún caso se aceptará una objeción de conciencia que cause daño directo, ilegitimo y no evitable a un tercero, a los menores bajo tutela o guarda del objetor, que afecte las convicciones o creencias de otros, a la moral o ética publica o un interés publico estricto, debidamente acreditado.
Artículo 4°: Cuando se demanda una objeción de conciencia en sentido estricto contra normas de la provincia de Buenos Aires, corresponde un proceso de amparo, hasta tanto no se sancione una norma que establezca el procedimiento especial para el amparo del objetor y los jueces que entienden en la controversia deberán:
a) Examinar si la objeción está debidamente acreditada sea en forma oral, escrita o en el caso de las personas jurídicas, por medio de sus representantes legales, al titular del derecho o al órgano emisor o de aplicación que corresponda para esa norma u orden y examinar, a su vez, si esta constituye un precepto sustancial de la creencia que se invoca.

b) Efectuar un análisis de razonabilidad de la norma objetada, examinando si el estado dedicó el debido interés público para con la objeción presentada ya sea por una persona física o por una persona jurídica no pudiendo la autoridad pública o privada que intervenga rechazar los fundamentos que exponga el interesado o la interesada.

c) Siempre que sea posible y no contrario a la conciencia o al ideario, se buscara ofrecer la realización de una conducta alternativa o sustituta para que el objetor pueda cumplir en reemplazo de lo mandado en la norma que objeta.
d) Considerar la especial protección de los menores en casos de que estos estuvieran afectados por la objeción presentada.

Artículo 5°: Si quien expresa su deseo de acogerse al derecho de la objeción de conciencia es un niño, niña o adolescente, se le deberá reconocer plena eficacia a su manifestación siempre que no conste, de manera fehaciente, que no logra comprender y conocer el sentido, las razones y las consecuencias de su acción a objetar.
Artículo 6°: En todos los casos en que se presente una Objeción de Conciencia por medio del amparo del objetor, los Jueces deben solicitar, antes de decidir y junto con el traslado que correspondiere, un dictamen no vinculante al Consejo Consultivo para la Objeción de Conciencia que se crea por esta Ley.
Artículo 7°: Cuando en el amparo del objetor se cuestione la inconstitucionalidad de una norma nacional, los Jueces competentes de la Provincia que intervengan en la controversia deben dar cumplimiento a lo establecido en los Artículos 4º y 6º de esta Ley.
Artículo 8°: El objetor de conciencia podrá optar por la vía Administrativa o la Acción de Amparo establecida en los Artículos 4º y 6º de la presente Ley.

Artículo 9°: Cuando la Autoridad Administrativa deba aplicar directamente la disposición de una Ley contra la que se plantea una Objeción de Conciencia, debe interpretar la norma del modo más favorable a los derechos del objetor, de acuerdo a los parámetros establecidos en los Artículos 4º y 6º. Previo a resolver el planteo del objetor, deberá pedir un dictamen no vinculante al Consejo Consultivo para la Objeción de Conciencia.
Artículo 10°: En cuanto a las consecuencias del ejercicio del derecho, se deja constancia que una vez expresada la voluntad de acogerse al derecho a la objeción de conciencia, la misma tendrá efectos en el futuro para todas las acciones iguales o análogas a los objetados, en todos los ámbitos e instituciones donde se desempeña el objetor.
Artículo 11°: La Dirección General de Cultura y Educación debe considerar las Objeciones de Conciencia Individuales que se presenten en el área oficial de gestión pública o privada, especialmente para admitir feriados religiosos y omisiones a reglas obligatorias que sin comprometer, éstas, los objetivos generales del Instituto Educativo, la disciplina y los derechos de los demás integrantes de la comunidad educativa, resguarden las convicciones personales alegadas. Para ello deberá requerir en forma previa dictamen no vinculante al Consejo Consultivo para la Objeción de Conciencia.
Artículo 12°: Esta Ley tendrá vigencia en todo el territorio de la provincia de Buenos Aires, cualquiera sea la naturaleza y jurisdicción del órgano emisor de la obligación legal o reglamentaria o del organismo controlador.
Artículo 13°: El Estado Provincial reconoce el derecho subjetivo a la Objeción de Conciencia del personal médico y paramédico residente en la Provincia, en materia del ejercicio de su profesión.
Artículo 14°: Ningún ciudadano podrá alegar la Objeción de Conciencia que trata la presente Ley, en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias.
Artículo 15°: Se crea en el ámbito del Poder Ejecutivo un Consejo Consultivo para la Objeción de Conciencia que tiene los siguientes objetivos:

a) Dictaminar en los conflictos que se presenten acerca del alcance de la

Objeción de Conciencia o del derecho a la Objeción de Conciencia establecido en esta Ley;

b) Estudiar la problemática de los objetores de conciencia y colaborar en esos temas, cuando sea requerido;

c) Proponer al Poder Legislativo y al Poder Ejecutivo políticas públicas de respeto a los objetores de conciencia.-

Artículo 16°: El Poder Ejecutivo deberá dictar las normas reglamentarias y complementarias e instituirá el Consejo Consultivo para la Objeción de Conciencia integrado por representantes de los cultos religiosos registrados en la provincia de Buenos Aires, de las asociaciones de defensas de los derechos y creencias de los pueblos originarios argentinos y de personalidades con experiencia y compromiso en la materia.
Artículo 17°: Queda derogada, a partir de la sanción de esta ley, toda norma provincial o municipal que se oponga a los contenidos de la misma, o que reconozca el derecho a la objeción de conciencia de manera menos amplia o poniéndole limitaciones a su ejercicio.
Artículo 18°: De forma.
FUNDAMENTOS

Al comenzar debemos abordar la tarea de señalar un concepto del derecho humano fundamental a la objeción de conciencia. En este sentido podemos decir que en las legislaciones se imponen diversos deberes jurídicos que pueden colisionar con las convicciones morales, éticas o religiosas de ciudadanos. Ante ello, siempre se ha tenido en cuenta al derecho a la objeción de conciencia como el modo de respetar los derechos de la minoría dentro de la sociedad. Esto, reconocido desde siempre, adquiere una especial importancia en sociedades cada vez más plurales, como es la actual sociedad argentina.

Entonces la objeción de conciencia es un derecho humano, de raigambre constitucional, que consiste en constituir un testimonio pacífico por el cual una persona se niega, por razones de conciencia, a ejecutar un acto al cual está obligado legal o jurídicamente por una norma positiva, y aún por un contrato, el cual directa o indirectamente contradice sus ideas éticas o sus creencias religiosas, o ambas.

Por lo tanto este derecho, adquiere relevancia cuando se produce, en un momento de la existencia, una encrucijada en la que se resuelve desobedecer a la ley positiva, a la ley civil, a la obligación jurídica, por imperativo de conciencia, en virtud de convicciones de índole filosófica, ética o religiosa.

Así, la objeción de conciencia pasaría a ser una aplicación práctica de los derechos a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión.

El derecho a la objeción de conciencia importa oponerse a cumplir un deber positivo que impone una ley o una norma jurídica (generalmente consistente en un hacer), pero no por razones políticas, sino por motivos de conciencia.

Se objeta una obligación jurídica de hacer algo, e incluso de dar algo, y esto puede ocurrir tanto cuando la obligación es genérica, para toda la población, como cuando es específica, para determinado tipo de personas (los médicos, los funcionarios públicos, los jueces, los mayores de edad, los empadronados, etc.).

Quien pretende desobedecer una norma jurídica sustentándose en este derecho fundamental no busca directamente que se derogue la norma contraria a sus convicciones morales o religiosas, sino que no sea obligatoria para él, que no se lo obligue directamente a él; es decir, la norma general sigue vigente, sólo que se exceptúa de su cumplimiento al objetor.

La conducta objetada puede consistir tanto en la realización o dación directa de algo contrario a la conciencia o ideario (esto último, en el caso de las personas jurídicas), o bien tratarse de cualquier modo de cooperación con aquello.

Al igual que todo otro derecho, el derecho fundamental a la objeción de conciencia no es ilimitado, sino que el mismo debe ejercerse dentro de su ámbito de ejercicio legítimo. Esto sucede siempre que se funde en motivos de conciencia ética o religiosa, o en ambas, o, en el caso de las personas jurídicas, en las convicciones fundamentales de su ideario institucional o de su estatuto, por considerar que el deber u obligación implica la realización directa o la colaboración con la realización de una conducta contraria a dicha conciencia, ideario o estatuto.

Asimismo, el derecho a la objeción de conciencia tiene un ejercicio razonable y justificado cuando el mismo no causa un daño directo, ilegítimo y no evitable por otros medios o por la realización en cabeza de otros, a derechos de terceros o a intereses públicos.

En este aspecto, podemos manifestar que el derecho a la objeción de conciencia está fundamentado por la convivencia democrática y por el rechazo a la obediencia debida.

Se establece el derecho a no ser obligado, por una ley o norma jurídica, a actuar contrariando la conciencia ética o religiosa, o las convicciones institucionales fundamentales, es algo que está en la base misma del constitucionalismo, de los ideales de libertad y de la convivencia democrática.

En efecto, si con la finalidad de dar supuestamente mayor libertad a algunos, se optara por no reconocerla a otros, se estaría violentando los derechos de las personas a quienes no se les deja pensar de acuerdo a lo que quieren, y vivir y trabajar de acuerdo a lo que piensan. 
Esta cuestión, además de violentar los derechos a la libertad de pensamiento, de religión y de conciencia, comprometería fuertemente el derecho a la igualdad, consagrado en el artículo 16° de nuestra Constitución Nacional.
Si bien este derecho a la objeción de conciencia ha sido siempre reconocido ante la norma jurídica ilegítima o injusta, también existe cuando la norma es justa y razonable, pero no es legítimo y razonable que todos la deban necesariamente cumplir.

Obligar jurídicamente a una persona o a una institución que realice algo que agravia seriamente sus convicciones más profundas, de lo cual podrían abstenerse sin daño a terceros, contraría las exigencias más elementales relativas a los derechos fundamentales y libertades públicas, sobre las cuales se ha fundado la visión moderna de las relaciones adecuadas entre las esferas correspondientes al poder público y a la autonomía de los particulares.

Por otra parte, desconocer el derecho a la objeción de conciencia sería, en los hechos, la reinstauración de la obediencia debida. Pero, como bien sabemos, la obediencia debida no debe nunca más ser reintroducida en el país.

Asimismo, podemos señalar que diversos tratados internacionales —con jerarquía constitucional conforme al inciso 22 del artículo 75 de la Constitución Nacional— receptan el derecho a la objeción de conciencia de manera clara, por lo que cabe citar los instrumentos internacionales de los que se puede desprender el mismo y sus artículos más relevantes:
1.- La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948) sostiene que: "Todas las personas son iguales ante la ley (…) sin distinción de (…) creencia" (art. 2), y que "Toda persona tiene el derecho de profesar libremente una creencia religiosa y de manifestarla y practicarla en público y en privado" (art. 3). Además, afirma que: "Toda persona tiene derecho al trabajo en condiciones dignas y a seguir libremente su vocación" (art. 14) y que: "Toda persona tiene el derecho de asociarse con otras para promover, ejercer, y proteger sus intereses legítimos de orden político, económico, religioso […]" (art. 22).

2.- Por otro lado, la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) consagra que: "Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguno de (…) religión" (art. 2.1). Además, sostiene que: "Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de (…) manifestar su religión o creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia" (art. 18).

3.- Asimismo, el Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos (1967) consagra que: "Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de tener o adoptar la religión y las creencias de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración en los ritos, las prácticas y la enseñanza" (art. 18.1), y que: "Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones" (art. 19).

4.- La Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), por último, sostiene que: "Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión. Este derecho implica (…) la libertad de profesar y divulgar su religión y sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado" (art. 12.1).

En lo que respecta a la legislación provincial que reconoce el derecho a la objeción de conciencia, podemos señalar lo siguiente:

1- La legislación provincial también ha reconocido la objeción de conciencia. Así, la ley 5344 de San Luis, dice en su artículo 1° que: "[Se prescribe la] información, asistencia y orientación para la Procreación responsable, a los fines de asegurar y garantizar el derecho humano a decidir libre y responsablemente sobre las pautas reproductivas y la planificación familiar".

Esa ley, asimismo, tiene entre sus objetivos "garantizar el derecho a la objeción de conciencia de los profesionales actuantes" (art. 2, inc. h).

2.- La Constitución de Tucumán, si bien plantea como regla que los jueces y fiscales presten juramento, luego dispone que "los interesados podrán optar por otras fórmulas según sus creencias o convicciones".

3.- La ley 1044 de la ciudad de Buenos Aires dispone expresamente en su artículo 8° que: "Se respeta la objeción de conciencia respecto de la práctica enunciada en el artículo 6º [i.e., el adelantamiento del parto en supuestos de no viabilidad] en los profesionales que integran los servicios de obstetricia y tocoginecología del subsector estatal de salud" (art. 8).

4.- La Ley de Ejercicio de la Enfermería de la provincia de Buenos Aires establece en su artículo 9° que: "Son derechos de los profesionales y auxiliares de la enfermería […]: c) negarse a realizar o colaborar en la ejecución de prácticas que entren en conflicto con sus convicciones religiosas, morales o éticas, en las condiciones que determine la reglamentación, y siempre que de ello no resulte un daño inmediato o mediato en el paciente sometido a esa práctica".

La situación jurídica y social actual demanda imperiosamente la sanción de una ley que ponga fin a la incertidumbre jurídica y zanje adecuadamente y de modo razonable la problemática existente sobre el tema de la objeción de conciencia, en un todo conforme con el pleno ejercicio de los derechos humanos, confirmado por la actual política legislativa de promoverlos en todo lo que sea posible y menester.

Por todo lo anterior, la posibilidad de gozar y ejercitar plenamente el derecho humano a la objeción de conciencia es un elemento fundamental para la existencia de un Estado democrático de Derecho, por lo que agradezco la aprobación del presente proyecto de Ley.

